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ASUNTO

El señor JUAN   CAMILO   GÓMEZ   MUÑOZ, quien actúa en nombre
propio, acude a la Jurisdicción Constitucional para obtener el amparo de
su derecho fundamental al debido proceso, presuntamente vulnerado por
el MUNICIPIO DE ALTAMIRA - HUILA - CONCEJO MUNICIPAL DE
ALTAMIRA – HUILA.

Como medida provisional de protección solicitó “ordenar la suspensión
provisional del Personero Municipal electo, hasta tanto, la autoridad
judicial Constitucional competente evalué estas inconsistencias y adopte
una decisión que en derecho corresponda”.

CONSIDERACIONES

La acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política
faculta a toda persona para reclamar ante los jueces, mediante un
procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de los
derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados
por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los
particulares, en los casos que se autoriza.

El Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de Tutela, en su
artículo 7 enseña que el juez constitucional, cuando lo considere necesario
y urgente para proteger el derecho “podrá ordenar lo que considere
procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un
eventual fallo a favor del solicitante” señalando, además, que dicha
determinación puede ser de oficio o a petición de parte.

En ese sentido, Corte Constitucional ha señalado que las medidas
provisionales tienen como finalidad i) proteger los derechos de los
demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se torne
ilusorio; ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran
en discusión o en amenaza de vulneración; y iii) evitar que se produzcan
otros daños como consecuencia de los hechos objeto de análisis en el
proceso, perjuicios que no se circunscriben a los que pueda sufrir el



demandante. De ahí que, el juez está facultado para “ordenar lo que
considere procedente” con arreglo a estos fines (inciso 2º del artículo
transcrito).1

Ha puntualizado, además, la Alta Corporación que aquellas medidas
resultan procedentes durante el trámite del proceso o en el fallo
respectivo, pues “únicamente durante el trámite o al momento de dictar la
sentencia, se puede apreciar la urgencia y necesidad de la medida”.

Para ahondar en razones, el Juzgado considera pertinente traer a colación
lo señalado por la Corte Constitucional en Auto 680 del 18 de octubre de
2018, en el cual puntualizó:

“45. Ahora bien, la facultad de proferir medidas provisionales está vigente
desde la presentación de la tutela hasta antes de proferir sentencia, “pues
al resolver de fondo deberá decidir si tal medida provisional se convierte en
permanente, esto es, definitiva o si por el contrario, habrá de
revocarse”[52]. Las medidas provisionales no tienen por objeto anticipar o
condicionar el sentido del fallo, incluso pueden ser reversadas en algunos
casos[53]. Más bien, sirven como una herramienta excepcional al
servicio del juez constitucional cuando este advierte que una
amenaza cierta, inminente y grave sobre un derecho fundamental o
el interés público requiera su intervención inmediata.” (Resalta el juzgado).

Del mismo modo, en sentencia SU-695 de 2015, la Corte Precisó:

“La medida de suspensión provisional de actos concretos debe ser
razonada y no arbitraria, producto de una valoración sensata y
proporcional a la presunta violación o amenaza de los derechos
fundamentales alegados. Así entonces, el Decreto 2591 de 1991,
efectivamente permite suspender provisionalmente la aplicación de
actos concretos que amenacen o vulneren un derecho fundamental,
pero solamente cuando sea necesario y urgente para la protección
del derecho, lo cual exige, por parte del juez de tutela, un estudio
razonado y conveniente de los hechos que lleven a la aplicación de la
medida”. (Resalta el juzgado).

Analizando la medida provisional que solicita el accionante, encuentra el
juzgado que la misma no cumple con los presupuestos jurisprudenciales
para su procedencia, pues, debe recordarse que los actos administrativos
gozan de presunción de legalidad hasta tanto la autoridad correspondiente
no determine lo contrario y, por tanto, la elección y posesión del personero
municipal de Altamira (H), en principio, no constituye una amenaza cierta,
inminente y grave sobre un derecho fundamental.

En este orden de ideas, no existen elementos de juicio que indiquen la

1 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T 103 de 2018.

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2018/a680-18.htm#_ftn52
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2018/a680-18.htm#_ftn53


necesidad de acudir a la medida de suspensión provisional, puesto que no
se exponen argumentos que revelen la configuración de un perjuicio
irremediable, es más, los fundamentos de la solicitud se basan en las
mismas consideraciones esgrimidas en la demanda de tutela.

En consecuencia, el Juzgado no accederá a la medida provisional deprecada por
el señor JUAN CARLOS LÓPEZ HERNÁNDEZ.

De otro lado, por cumplirse con los presupuestos legales del artículo 14 del
Decreto 2591 de 1991, se admitirá la acción constitucional.

Conforme a lo motivado, el Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Neiva Huila,

RESUELVE

PRIMERO. - ADMITIR la presente acción constitucional e IMPARTIR
el trámite correspondiente.

SEGUNDO. - DENEGAR la MEDIDA PROVISIONAL, conforme a lo
motivado.

TERCERO. – VINCULAR a la presente acción constitucional a la
CORPORACIÓN UNIVERSITARIA DE COLOMBIA - IDEAS,
representada legalmente por LIBARDO ÁLVAREZ LOPERA, o quien
haga sus veces.

CUARTO. - VINCULAR a la presente acción constitucional al personero
electo de Altamira (H), a través del CONCEJO MUNICIPAL de la
referida localidad.

QUINTO. - NOTIFICAR a la entidad accionada, MUNICIPIO DE
ALTAMIRA (H), a través de su representante legal, alcalde municipal
EFRAÍN CALDERÓN LONDOÑO, o quien haga sus veces.

SEXTO. - NOTIFICAR a la entidad accionada CONCEJO MUNICIPAL
DE ALTAMIRA (H), a través de su presidente, ANDRÉS CAMILO
CRUZ PARRA, o quien haga sus veces.

SÉPTIMO- NOTIFICAR de la presente acción a todos los integrantes
de la lista de elegibles para proveer el cargo de PERSONERO
MUNICIPAL DE ALTAMIRA (H), ORDENANDO la publicación de la
presente providencia en la página web de la administración municipal de
Altamira (H) y de la CORPORACIÓN UNIVERSITARIA DE
COLOMBIA - IDEAS http://ideas.edu.co/ y en la cartelera del
CONCEJO MUNICIPAL DE ALTAMIRA (H), para que, si a bien lo

http://ideas.edu.co/


tienen, se pronuncien sobre los hechos que fundamentan la presente
acción constitucional.

OCTAVO. - TENER COMO PRUEBAS, las presentadas en el escrito de
tutela y las que se alleguen oportunamente por las entidades accionadas
y/o vinculadas.

NOVENO.- COMUNICAR esta decisión a los interesados por el medio
más expedito, remitiendo copia de la acción de tutela y sus anexos.

NOTIFÍQUESE,

LILIANA MARÍA VÁSQUEZ BEDOYA
Jueza

L.D.D.A.


